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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS INGRESADAS


	06-4794-007-CO

Consulta Legislativa


	Federico Malavassi Calvo y otros
	27-04-06
	REFORMA A LA LEY DE PENSIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL.

Proyecto de reforma al artículo 2 de la Ley 7531 del 13-06-1995. Expediente Legislativo No. 15295. 

Incompetencia de la Comisión de Consultas de Constitucionalidad para realizar consultas institucionales sobre el fondo del proyecto de ley. incompetencia del funcionario que suscribe la respuesta de la CCSS para representar dicha institución. Ausencia de acuerdo de Junta Directiva. Omisión de remitir el proyecto a estudio de la Comisión Dictaminadora. Procedimiento Parlamentario. Sobre el fondo del Proyecto varios aspectos.



	06-4793-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Morales Quesada

Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP)


	27-04-06
	CONSTRUCCION DE UN PUERTO EN PUNTARENAS SIN EVALUACION AMBIENTAL.

-Artículo 8 del Reglamento para los Contratos de Concesión de Gestión de los Servicios Públicos Portuarios. Decreto Ejecutivo No. 30064-MOPT del 04 de diciembre del 2001. Publicado en La Gaceta el 15 de enero del 2002. 

Se considera que las instalaciones de un puerto, que se piensa construir sin una evaluación ambiental previa a la apertura de la licitación, afectarán el derecho al ambiente, fundamentalmente de los vecinos de la provincia de Puntarenas. 



	06-4563-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Loaiza Bolandi
	20-04-06
	SANCION CONTRA NOTARIO

-Resolución de las 11:00 horas del 17 de febrero del 2004, dictada en el expediente No. 2003-627-NO. 

Falta al debido proceso en procedimiento contra notario, no se le intima de manera clara y otros vicios que se consideran inconstitucionales. 


	06-4668-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	David Esteba Mora Cubero
	25-04-06
	REQUISITOS DEL ESCRITO DE LA APELACION POR INADMISION.

-Artículo 584 incisos 2 y 4 del Código Procesal Civil. 

Requisitos formales establecidos para plantear el recurso de apelación por inadmisión. Asegura que no se permite corregir errores materiales. 



	06-4658-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mei Ing Chan Chuan

Sociedad Ming Lin Ltda.


	25-04-06
	RESTRICCIONES A INSTALACION DE MAQUINAS DE JUEGO.

- Artículos 3, 4 y 5 Reglamento de máquinas para Juegos. Decreto 87229, publicado en junio de 1978. 

Se prohíbe la participación de menores de 12 años en máquinas de juegos, se establecen horarios. Por proteger a los menores de edad, se restringen los derechos de los mayores de edad. Por esa razón, la Municipalidad de San José no les da permisos para instalar en comercios, máquinas de juegos, sólo se les permite en salas de juegos. 



	06-4568-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Omar Castro Carballo. Bananera Závala SA.
	24-04-06
	NOTIFICACION DE LA CESION DE CREDITOS

-Jurisprudenica de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Voto No. 182-F-91 de las 15:40 minutos del 16-10-1991. 

No es necesario que se le notifique la cesión al deudor, vasta que se le notifique cuando se le de curso al proceso para que se le notifique de la cesión. 



	06-4503-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jerry Ten Brink Tabah
	20-04-06
	NOTIFICACIONES PERSONALES

-Artículo 2 inciso 3) de la Ley 7637. Ley de Notificaciones, Citaciones y Otras Comunicaciones Judiciales, del 21-10-1996, frase que dice: “…únicamente como actividad previa”.

Se limita la notificación personal a la llamada a confesión, únicamente cuando es actividad previa.



	06-4458-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Luis Artavia Mata
	20-04-06
	EFECTOS DE LAS SENTENCIAS. RECURSO DE CASACION. PROCESO CONTRA NOTARIOS.

-Artículo 158 del Código Notarial, frase “…si hubiere mediado pretensión resarcitoria… En tales casos, la competencia del tribunal de casación se limitará a lo pecuniario…”

El Tribunal de Casación se limitará a lo pecuniario, sólo podrá revisará lo disciplinario e impondrá, si fuere el caso, la sanción correspondiente cuando la disconformidad radique en la existencia o inexistencia de la falta atribuida al notario. 



	06-4454-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Miguel Corrales Bolaños
	19-04-06
	PERMISO DE INGRESO PARA EMBARCACIÓN NORTEAMERICANA.

-Acuerdo NO. 6284 adoptado por la Asamblea Legislativa en sesión No. 152 del 03-04-2006.

Se autorizó el ingreso de una embarcación del servicio de guardacostas de los Estados Unidos de América que cumple con las siguientes características: “USCGC ZPEHYR (WPC 8), con longitud de 53 metros. Tripulación máxima: 3 oficiales, 35 enlistados. Embarcación artillada. Sin aeronaves a bordo”. 



	06-4399-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario García Rojas
	18-04-06
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 153 párrafos 3 y 4 y artículo 163 párrafo 2 del Código Notarial.

Sanciones a notarios deben ser  reguladas por el derecho público y no por el derecho privado. Se alega que existe violación al debido proceso, juicio en ausencia, notificación por edictos.



	06-4357-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Mario Porras Madrigal
	18-04-06
	OTORGAMIENTO LICENCIAS MUNICIPALES. MUNICIPALIDAD DE ESCAZU.

Artículos 4, 5, 90 y 91 incisos d y b del Reglamento para Licencias Municipales de la Municipalidad de Escazú. Publicado en La Gaceta No. 130 del 05-06-2004.

Se establece que en caso de dar una licencia por error, sin cumplir todos los requisitos, se comunicará  al interesado para que lo corrija, en caso que no cumpla se suspenderá la actividad. 



	06-4339-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Vera Violeta Bonilla Poveda
	17-04-06
	INHABILITACIÓN DE POLICIAS.

-Artículo 89 párrafo segundo de la Ley General de Policía. 

El servidor despedido por causa injustificada queda inhabilitado para reingresar a cualquier otro cuerpo de policía, durante un período de cinco años.



	06-4198-007-CO

Consulta Legislativa


	Juan José Vargas Fallas. 

Vicepresidente de la Asamblea Legislativa.
	07-04-06
	CONVENIO INTERNACIONAL

Aprobación de la Adhesión del Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, sus Protocololos y sus Enmiendas. 

Expediente Legislativo 15.543

                       

	06-4177-007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia.
	06-04-06
	INDAGATORIA EN CADA DELITO Y FALTA DE OPORTUNIDAD DE CONCILIAR O SOMETERSE A UN PROCESO ABREVIADO.

Recurso de Revisión. Se consulta sobre la violación al debido proceso porque al imputado no se le indagó por cada delito por el cual se le acusaba. No contó con un defensor diferente en cada acusa y porque fue hasta el juicio que se le informó del contenido de la acusación. No tuvo la oportunidad de conciliar o someterse al procedimiento abreviado. 



	06-4178-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Bonilla Benavides y otros
	06-04-06
	PAGO DE CESANTIA SEGÚN LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR

-Transitorio IX párrafo final de la Ley No. 7983. Ley de Protección al Trabajador. 

Reglas que se seguirán para los trabajadores con antigüedad acumulada al día de vigencia del sistema, que cesen en su relación de trabajo con derecho a cesantía de conformidad con la legislación vigente.



	06-4179-007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Familia
	06-04-06
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE FAMILIA. 

-Artículo 142 del Código de la Niñez y la Adolescencia, frase “para acudir al proceso especial de protección en la vía judicial, deberá agotarse previamente la vía administrativa”

En el proceso especial de protección en sede judicial se tramitan las situaciones suscitadas a partir del dictado de las medidas de protección por las oficinas locales del PANI y para acudir a la vía judicial, debe agotarse previamente la vía administrativa. 



	06-4111-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Allan Garro Navarro

Compañía Constructora Media Libra SA
	06-04-06
	ACCESO A INFORMACIÓN TRIBUTARIA Y CIERRE DE NEGOCIOS POR PARTE DE LA CCSS

-Artículo 20 párrafo primero y artículo 48 de la Ley Constitutiva de la CCSS. Reformadas por la Ley de Protección al Trabajador. 

Según los artículos impugnados la CCSS tiene acceso a declaraciones tributarias de las empresas, en ejercicio de sus funciones de inspección y cierre de negocios por parte de la CCSS, por falta de pago de las cuotas obrero patronales. 



	06-4016-007-CO

Consulta Legislativa
	José Humberto Arce Salas y otros
	04-04-06
	SE CONSULTAN VARIOS PROYECTOS DE LEY

· Autorización a la Municipalidad de Puntarenas para que segregue y done un terreno de su propiedad al Instituto de Educación Comunitaria de Puntarenas Fray Casiano De Madrid. Expediente 15.264

· Autorización al INVU para segregar y donar lotes a varias entidades públicas y autorización a la Dirección General de Asignaciones Familiares para condonar deuda al INVU. Expediente 15.340

· Autorización al Consejo Municipal de Distrito de Cervantes de Alvarado a donar y segregar 2 terrenos de su propiedad. Expediente 15.840

· Autorización al Estado costarricense para que segregue y done un terreno de propiedad del Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí. Expediente 15.883

· Autorización al BANHVI para que done a título gratuito un terreno de su propiedad a la Asociación Manos Unidas de Grecia. Expediente 15.667

· Autorización a la Municipalidad de Guácimo para que done un lote de su propiedad al INA, regional Huetar Atlántica, Centro Regional Polivalente de Guácimo. Expediente 15.647

Se alegan vicios en el procedimiento al no observarse los principios de razonabilidad, proporcional, publicidad y seguridad jurídica.



	06-3985-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Campos Bautista
	04-04-06
	POSESION PURA Y SIMPLE DE BIEN INMUEBLE

Jurisprudencia del Tribunal Segundo Civil, Sección Primera. Sentencia No. 368-04 y de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. 

Señala que la jurisprudencia confunde la aplicación de la figura de la prescripción positiva o usucapión con  los casos de posesión pura y simple. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS


	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	03-12485-0007-CO

Voto 2006-04866

	05-04-06
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones Fernández Jiménez S.A. contra la Ley No. 7837 de “Creación de la Corporación Ganadera”.  Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta.-El magistrado suplente González Quiroga pone nota.-


	04-13160-0007-CO

Voto 2006-04883

	05-04-06
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pierina Silvestre contra la Ley No. 7686 del 6 de agosto de 1997, que interpreta auténticamente los artículos 111, 132, 133 y 156 de la Ley General de Derechos de Autor. Se rechaza por el fondo la acción.-Pone nota el Magistrado Armijo.-



	06-02817-0007-CO

Voto 2006-04884

	05-04-06
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Maureen Sancho González contra el artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se deniega el trámite a esta acción.- 



	06-01251-0007-CO

Voto 2006-05291

	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Enrique Porras Sandoval en contra de la resolución R-DE-DNP-NRE-9456-2005 de la Dirección Nacional de Pensiones y el pronunciamiento C-265-2004 y C-304-2004 de la Procuraduría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-


	06-06109-0007-CO

Voto 2006-05292

	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Acuña Castro en contra del artículo 15 de la Ley de Asociaciones Solidaristas número 6970 del Estatuto de la Asociación Solidarista de la Caja Costarricense de Seguro Social y 12 del Reglamento de Crédito de esa Asociación. Se rechaza de plano la acción.-


	06-02767-0007-CO

Voto 2006-05293


	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edificio Plaza de la Artillería Sociedad Anónima, en contra del “Reglamento del Procedimiento para el Mejoramiento de Fachadas y el Cobro de Construcción de Obra y Servicios realizados por la Municipalidad de San José como consecuencia de la omisión a los deberes de los propietarios o poseedores de inmuebles localizados en el Cantón Central de San José”. Se rechaza de plano la acción.-


	05-15622-0007-CO

Voto 2006-05294

	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente, como Apoderado Especial Judicial de Po Sheng Tseng, en contra del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del 13/06/78 y artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley de Patentes de Actividades Lucrativas del Cantón Central de San José, artículo 15. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 1, 2, 4 y 5 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del trece de junio de mil novecientos setenta y ocho. En lo demás, se rechaza de plano.-



	06-01118-0007-CO

Voto 2006-05295

	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ronald Gerardo Mesén Vega en contra de la Resolución DG-070-94 de las 9:00 horas del 3 de agosto de 1994 del Director General de Servicio Civil, artículos 14 inciso d) y 17. Se rechaza de plano la acción.-


	05-09324-0007-CO

Voto 2006-05296

	19-04-06
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Segundo de Familia de San José en lo referente al inciso 4) del artículo 15 del Código de Familia. No ha lugar a evacuar la consulta.-


	05-016578-0007-CO

Voto 2006-05297

	19-04-06
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. David Esteban Mora Cubero en contra del artículo 3 del “Reglamento para el uso de fax como medio de notificación en los despachos judiciales”. Se anula la sentencia número 2006-00453, dictada por esta Sala Constitucional a las 14:54 horas del 25 de enero del 2006. En su lugar, se rechaza la acción por el fondo.-



	06-003324-0007-CO

Voto 2006-05298

	21-04-06
	A las ocho horas con treinta minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Carlos Salazar Ramírez y otros en lo referente al Proyecto de Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, expediente legislativo número 13.874. Se evacua la consulta legislativa facultativa de constitucionalidad formulada en relación con el proyecto de “Ley de penalización de la violencia contra las mujeres”, expediente legislativo N° 13.874, de la siguiente manera: a) por unanimidad, en lo que atañe a la reforma del artículo 239 del Código Procesal Penal –efectuada mediante el artículo 45– y su adecuación al principio de conexidad, estése a lo resuelto por la Sala Constitucional en la opinión consultiva N° 2004-03441 de las 16:47 hrs. de 31 de marzo de 2004; b) por mayoría se declara inconstitucional la sustanciación del proyecto de ley seguido en el expediente N° 13.874, al haber omitido el legislador corregir el vicio del procedimiento advertido por la Sala Constitucional en las resoluciones N° 2002-00058 de las 09:57 hrs. de 3 de enero de 2002 y N° 2002-03175, de las 09:56 hrs. de 5 de abril de 2002, relativo a la inclusión de la derogatoria de los artículos 92, incisos 7) y 8) del artículo 93, 163, 164, 165 y 166 del Código Penal –realizada mediante el artículo 47-  por vulnerar el principio de conexidad y constituir un exceso del derecho de enmienda; salvan el voto parcialmente las Magistradas Calzada Miranda y Vinocour Fornieri y consideran inconstitucional únicamente los artículos 163, 164 y 166; c) por unanimidad se declara inconstitucional la inclusión del artículo 30 del proyecto por parte de la Comisión de Consultas de Constitucionalidad, quien excedió las facultades que el Reglamento de la Asamblea Legislativa le atribuye y modificó esa norma en aspectos sobre los cuales no recayó ningún juicio previo de constitucionalidad, en detrimento del derecho de enmienda; las Magistradas Calzada Miranda y Vinocour Fornieri dan razones diferentes. Se omite pronunciamiento sobre los otros extremos sometidos a consulta, dada la necesidad de corregir los vicios señalados por el Tribunal Constitucional en esta opinión, la cual es vinculante por fuerza del artículo 101 párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Comuníquese.-



	05-004344-0007-CO

Voto 2006-05606

	26-04-06
	A las quince horas con veintiuno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Municipalidad de Alajuela en contra del inciso g) de la Ley Orgánica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; y artículo 41 del Reglamento de Crédito y Asistencia Técnica a las municipalidades promulgado por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se declara sin lugar la acción, con la interpretación conforme que se hace en el considerando final que se refiera a que en caso de asumir el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados la administración del acueducto en poder de la Municipalidad, por deficiencia en el servicio, deberá hacerse cargo de los activos y pasivos que conlleva la administración del mismo, lo que implica asumir las obligaciones financieras pendientes, adquiridas por ésta e invertidas en aquél. Se rechaza por ser materia de legalidad, el argumento que reclama que el artículo 41 extiende, por vía reglamentaria, su competencia para relevar a las Municipalidades en la administración de los acueductos más allá de los límites impuestos por el legislador, y que le da la posibilidad de sancionar el incumplimiento de obligaciones financieras, equiparándola con las que la Ley le otorga frente a la deficiente prestación del servicio, así como el argumento sobre la inconstitucionalidad del artículo 41 impugnado por oponerse al contenido de la Ley número 7296, que aprobó el Contrato de Préstamo entre el Banco Interamericano de Desarrollo y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Notifíquese.-



	06-003184-0007-CO

Voto 2006-05686

	28-04-06
	A las diez horas con cuarenta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el caso consultado no se da violación al debido proceso.-En la resolución de este asunto participó el Magistrado Federico Sosto López en sustitución del Magistrada Abdelnour Granados.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS


	No hubo publicaciones de curso en los Boletines Judiciales del mes de Abril




	  4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS


	05-003797-0007-CO

Voto Nº 2005-17612
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Max Alberto Esquivel Faerron, en su calidad de Defensor de los Habitantes a.i., contra la Ley de Presupuesto Ordinario de la República No.8428, específicamente en su título 115.  Boletín Judicial No. 76 del 20 de abril del 2006.

	05-004832-0007-CO

Voto N° 2005-16778


	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Claudio Volio Pacheco, contra el artículo 104 de la Ley de Modificación del Presupuesto Ordinario y Extraordinario para 1988, No.7097 del 18-08-88.  Boletín Judicial No. 76 del 20 de abril del 2006.

	03-012073-0007-CO
Voto N° 2005-6850
	Acción de Inconstitucionalidad presentada por Francisco Manuel Conejo Vindas contra el artículo N° 616 del Código de Comercio.  Boletín Judicial No. 76 del 20 de abril del 2006.
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AMBIENTE 

5808-06. CONSTRUCCION CERCA DE QUEBRADA. Alega el recurrente que presentó varias denuncias ante la Municipalidad de Aguirre y la Oficina local del Ministerio del Ambiente y Energía, por violación al derecho al ambiente, por la construcción que se está desarrollando a escasos dos metros de la ribera de la Quebrada del Padre, en el Centro de la Ciudad de Quepos, circunstancia que considera incumple la zona de protección establecida en el artículo 33 de la Ley Forestal. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el incumplimiento al deber de vigilancia y fiscalización por parte de la Municipalidad de Aguirre y de la Oficina Subregional Aguirre y Parrita del Ministerio del Ambiente y Energía. CL Parcial 

5876-06. EXCAVACIONES Y MOVIMIENTOS DE TIERRA EN RELLENO DE RIO AZUL.  Alega el recurrente que es vecino de Miravalles II en Tirrases de Curridabat y que el Ministerio de Salud, en protección del medio ambiente y de la salud y seguridad de los vecinos del lugar, había girando una orden sanitaria que prohibía excavar en el cerro Asilo.  Sin embargo, dicha medida fue revocada, por lo que considera que se pone en peligro de vida y seguridad de las personas que habitan en los alrededores por le inminencia de que se produzca una catástrofe en el lugar debido a las excavaciones, extracciones y movimientos de tierra. Según indican los recurridos en los informes, el Ministerio de Salud cuenta con el aval de SETENA para que se realicen los referidos trabajos en el sitio de interés, por lo que se considera que se no ha se ha producido la alegada infracción constitucional. SL
5595-06. GRANJA PORCINA EN POAS.  Alega el recurrente que presentó una denuncia por el funcionamiento irregular de una chanchera o explotación porcina que produce graves problemas de contaminación ambiental, incluyendo las aguas del río Mastate, sin que las autoridades  recurridas solucionen el problema de contaminación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Salud, a la Directora del Área Rectora de Salud y al Alcalde de la Municipalidad, todos del Cantón de de Poás de Alajuela, que ejecuten de forma conjunta o separada el cierre técnico de la granja porcina denominada “El Chanchito Feliz”, y tomen las acciones que sean necesarias dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, a fin de que inmediatamente a partir de la comunicación de la presente sentencia, se brinde una solución efectiva a la contaminación el medio ambiente y del Río Mastate, de la Comunidad del Cantón de Poás de Alajuela, para garantizar así el derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Este mandato implica a su vez que deben verificar el efectivo cumplimiento de las disposiciones contenidas en la orden sanitaria emitida con ocasión de las denuncias planteadas por contaminación, para lo cual deberán rendir un informe ante esta Sala luego de transcurrido el plazo  quince días hábiles, a partir de la comunicación de esta resolución.  CL
5110-06. PROBLEMAS QUE GENERAN FIESTAS DE ZAPOTE. Acusa el recurrente que las autoridades  recurridas en los festejos de fin de año, hacen una mala planeación, además otros factores, provocan una serie de problemas de orden comercial, demográfico, socio-cultural, ambiental y legal que inciden en los habitantes de la zona de Zapote. Que los diferentes miembros de la comunidad han expuesto su malestar a las autoridades recurridas dada la falta de ejecutividad de las autoridades gubernamentales y sus representantes para solucionar el problema, sin ningún  resultado. Se declara sin lugar el recurso. No obstante lo anterior, el Viceministro de Salud debe: a) girar las órdenes que estime necesarias para garantizar el derecho al descanso de la amparada, tomando las previsiones suficientes en cuanto al horario de funcionamiento de los "chinamos" o ventas informales ubicados frente a sus viviendas; b) realizar las mediciones sónicas en caso necesario una vez iniciada la actividad para que el ruido esté dentro de los márgenes permitidos; y, c) tomar las medidas correctivas que legalmente corresponda aplicar. Asimismo, el Alcalde Municipal  de Curridabat y Presidente del Concejo Municipal de Curridabat, Alcalde Municipal de San José y Presidente del Concejo Municipal de San José, deben -según corresponda a su circunscripción territorial-: a) velar porque se mantenga el aseo en las aceras, calles y cercanías de las viviendas de los vecinos del lugar no sólo al momento de realizarse la actividad, sino también una vez finalizada; b) mantener a su policía municipal disponible para controlar en forma absoluta la actividad y en consecuencia evitar que se produzca un perjuicio la amparada; c) coordinar con las autoridades que corresponda para que se garantice en las calles de su circunscripción territorial el libre acceso a cualquier hora del día de quienes habitan en las cercanías de los festejos; y, d) velar porque los "chinamos" o ventas informales no bloqueen ninguna entrada a las viviendas de los vecinos del lugar. Finalmente, debe el Ministro de Obras y Transportes, comunicar a las dependencias competentes dentro de su cartera, para que se garantice en forma absoluta el libre tránsito de las personas que habitan en las cercanías de los festejos, sin límite de horario alguno, dentro de las calles de su competencia. En conclusión, deben las autoridades mencionadas tomar las previsiones en cuanto al cierre de calles, la autorización de equipos sonoros de alto volumen, los servicios sanitarios, la venta de licores que impliquen escándalo, y en fin todas aquellas perturbaciones que conlleven un sacrificio a la tranquilidad habitual mas allá de lo razonable. SL
5158-06. CONTAMINACION QUE PROVOCA BAR LAS BRISAS EN ALAJUELITA. La recurrente reclama la inercia de las autoridades municipales, de salud y de policía de Alajuelita, con relación a sus denuncias por la contaminación sónica y ambiental provocada por el Bar Las Brisas ubicado contiguo a su vivienda. Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Alajuelita y el Área Rectora de Salud de Alajuelita y, en consecuencia, se ordena: primero, al Alcalde Municipal de Alajuelita, que dentro de los quince días posteriores a la notificación de esta resolución instaure un procedimiento a fin de determinar si el Bar Las Brisas cumple las exigencias legales para el ejercicio de la actividad comercial y, en caso de que no las cumpla, imponga las sanciones correspondientes; segundo, a la Directora del Área Rectora de Salud de Alajuelita, que dentro de los quince días posteriores a la notificación de esta sentencia, se realice una medición sónica, en coordinación con la recurrente, en los momentos en que se producen los ruidos que molestan a la amparada, para determinar si superan o no los decibeles permitidos y, en el evento de que lo hagan, dicte las órdenes sanitarias correspondientes. CL
5159-06. PROBLEMAS CON REAPERTURA DE BASURERO MUNICIPAL EN GRECIA. Alega el recurrente que por un gravísimo error se diseño en el sector de Rincón de Salas y Puente de Piedra de Grecia se creo en un fundo destinado a basurero Municipal, sin tomar en cuenta que allí ya existía una naciente permanente cuyo radio de protección según la ley va de los cien a los ciento cincuenta metros desde el núcleo de la misma, que ha generado una presa de basura con presencia de árboles derribados y con el grave peligro que el relleno de la grieta realizada de emergencia implicaría un desbordamiento general del río. Manifiesta que la Municipalidad de Grecia ha enviado un proyecto a la Contraloría y al Ministerio de Salud, con la finalidad de reabrir el basurero pero ocultando la existencia de la naciente permanente y de la falta de capacidad de no contaminar la misma. Se declara con lugar. Se ordena al Alcalde y Presidenta, ambos de la Municipalidad de Grecia, respectivamente, BAJO PENA DE DESOBEDIENCIA, que elimine de forma definitiva el tapón de basura que permanece en el Río Rosales, además de reforestar con árboles nativos de la zona, el área de protección de la naciente objeto del presente recurso en coordinación con el MINAE, en el término  improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
5168-06. DERRAME DE AGUAS NEGRAS. Alega la recurrente que el colector de aguas negras que pasa doscientos metros oeste y trescientos metros norte, de la Fábrica Envases Comerciales Sociedad Anónima, en linderos de la quebrada Rivera, colapsó. Indica que este incidente provoca el derrame diario de aguas negras hacia dicha quebrada y a su vez grave contaminación en el lugar y sus alrededores atentando contra la salud de los vecinos de la zona. Se declara con lugar el recurso por daño ambiental. Se ordena al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y a la Ministra de Salud, que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, y dentro del ámbito de las competencias de cada uno, resuelvan definitivamente el problema denunciado a fin de que el colector de aguas negras que pasa doscientos metros al oeste y trescientos metros al norte de Envasa Sociedad Anónima en San Rafael de Cinco Esquinas de Tibás, denominado Subcolector Cangrejos, sea reparado y rehabilitado así como el tubo de hierro colector que atraviesa en forma aérea la quebrada Rivera, debiendo adoptar además medidas posteriores de control y vigilancia  para evitar que en el futuro se vuelvan a presentar problemas como el denunciado en este recurso. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
5298-06. LEY DE PENALIZACION DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. Consulta Legislativa de Constitucionalidad, sobre el Proyecto de Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, expediente legislativo número 13.874. Se evacua la consulta legislativa facultativa de constitucionalidad formulada en relación con el proyecto de “Ley de penalización de la violencia contra las mujeres”, expediente legislativo N° 13.874, de la siguiente manera: a) por unanimidad, en lo que atañe a la reforma del artículo 239 del Código Procesal Penal –efectuada mediante el artículo 45– y su adecuación al principio de conexidad, estése a lo resuelto por la Sala Constitucional en la opinión consultiva N° 2004-03441 de las 16:47 hrs. de 31 de marzo de 2004; b) por mayoría se declara inconstitucional la sustanciación del proyecto de ley seguido en el expediente N° 13.874, al haber omitido el legislador corregir el vicio del procedimiento advertido por la Sala Constitucional en las resoluciones N° 2002-00058 de las 09:57 hrs. de 3 de enero de 2002 y N° 2002-03175, de las 09:56 hrs. de 5 de abril de 2002, relativo a la inclusión de la derogatoria de los artículos 92, incisos 7) y 8) del artículo 93, 163, 164, 165 y 166 del Código Penal –realizada mediante el artículo 47-  por vulnerar el principio de conexidad y constituir un exceso del derecho de enmienda; salvan el voto parcialmente las Magistradas Calzada Miranda y Vinocour Fornieri y consideran inconstitucional únicamente los artículos 163, 164 y 166; c) por unanimidad se declara inconstitucional la inclusión del artículo 30 del proyecto por parte de la Comisión de Consultas de Constitucionalidad, quien excedió las facultades que el Reglamento de la Asamblea Legislativa le atribuye y modificó esa norma en aspectos sobre los cuales no recayó ningún juicio previo de constitucionalidad, en detrimento del derecho de enmienda; las Magistradas Calzada Miranda y Vinocour Fornieri dan razones diferentes. Se omite pronunciamiento sobre los otros extremos sometidos a consulta, dada la necesidad de corregir los vicios señalados por el Tribunal Constitucional en esta opinión, la cual es vinculante por fuerza del artículo 101 párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Comuníquese. Los Magistrados Solano, Calzada y Vargas ponen nota.-

BANCARIO

5682-06. NIEGAN TARJETA DE DEBITO ADICIONAL. Se declara con lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Mora y Jinesta.  Alega la recurrente que en un banco estatal, le niegan una tarjeta adicional de una de sus tarjetas de débito, aduciendo simplemente que dicha persona se encuentra "Codificada", es decir, ha tenido un comportamiento crediticio irregular con la entidad recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica, Grecia, que en el plazo de ocho días contado a partir de la comunicación de esta resolución, se autorice a la recurrente, para que saque una tarjeta adicional de débito de las cuentas de ahorro que ella es titular en ese Banco. Los Magistrados Mora y Jinesta salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL 

5038-06. CIERRE DE CUENTAS  BANCARIAS. La recurrente impugna el cierre de sus cuentas bancarias por parte de la Sucursal del Banco BAC SAN JOSE S.A. en Moravia. Según consta en el expediente el cierre de las cuentas corrientes de la recurrente obedeció a las normas legales y de acatamiento obligatorio para funcionarios bancarios,  de conformidad con la Ley No. 8204 y las normas emitidas por la SUGEF conocidas como SUGEF 15-2001, SUGEF 23-2001 Y SUGEF 27-2001. Se cita la sentencia 11101-02 y por no existir motivos para variar el criterio se declara sin lugar el recurso. SL

COLEGIOS PROFESIONALES
5132-06. CANCELAN INCORPORACION AL COLEGIO DE BIBLIOTECARIOS. Alega que de forma irregular, el recurrido, resolvió cancelarle su incorporación al Colegio, en razón de que los títulos presentados no son suficientes para aceptarlo. Se declara con lugar el recurso. Se anulan el acuerdo No. 235, adoptado en la sesión extraordinaria de la Junta Directiva del Colegio de Bibliotecarios de Costa Rica, No. 603, celebrada el 21 de septiembre del 2004 y el oficio CBF-02-04-EA-0003 del 6 de octubre del 2004. CL
COMERCIO
5833-06. CIERRE DE NEGOCIO. Contra cierre total del Hotel Bachata en San José, porque no tiene al día la patente de licores y la de espectáculos públicos, sin tomar en cuenta que la actividad de hotel se encuentra a derecho. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las actas de notificación números 39795 del 5 de febrero del 2004 y 38800 del 12 de febrero del 2004. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José que proceda, inmediatamente, a la reapertura del local comercial denominado Bar y Hotel Bachata y permita que el mismo continúe funcionando de conformidad con las actividades, originalmente, autorizadas por la Municipalidad, si otro motivo no lo impide así como resolver la solicitud de renovación de la Patente de licores presentada el 10 de febrero del 2004 por el recurrente. CL
5811-06. FUNCIONAMIENTO ILEGAL DE NEGOCIO. Acusan los vecinos de la comunidad de Linda Vista de Miramar de Montes de Oro, que han denunciado ante la Municipalidad recurrida sobre el funcionamiento ilegal del negocio denominado Bar y Restaurante, el cual expende bebidas alcohólicas y realiza actividades de karaoke, sin que cuente con los permisos sanitarios y con las patentes municipales correspondientes y a pesar de la intervención de la Defensoría de los Habitantes, las autoridades recurridas no han dado una solución definitiva y efectiva al problema que los aqueja. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Montes de Oro, y a la Ministra de Salud, lo siguiente: a) disponer las medidas necesarias para dar cabal cumplimiento a la resolución de esa Alcaldía de las 10:00 horas del 19 de julio del 2004 y b) ordenar la clausura o cierre del local de haberse incumplido la orden sanitaria No. 071-2004. CL
5294-06. SANCIONES EN ACTIVIDAD COMERCIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del 13/06/78 y artículos 1, 2, 4 y 5 de la Ley de Patentes de Actividades Lucrativas del Cantón Central de San José, artículo 15. Reclama el accionante que las normas del Reglamento de Máquinas para Juegos  establecen prohibiciones sin que se indique en las mismas la sanción a imponer, se impugna también, la norma que establece el pago de patentes por el funcionamiento de máquinas de juego. Sobre el tema de las sanciones, la Sala se pronunció en las sentencias 3542-95, 2981-96, 3054-96 y 13913-05, por lo que procede rechazar por el fondo el recurso. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 1, 2, 4 y 5 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del trece de junio de mil novecientos setenta y ocho. En lo demás, se rechaza de plano. RF
5142-06. NIEGAN PERMISO PARA VENDER EN FERIA DEL AGRICULTOR. Alega el recurrente que se presentó a la Feria del Agricultor de Coronado pero se le indicó que ya no tenía lugar para vender sus productos agrícolas, toda vez que se le había impuesto una sanción por ausentarse injustificadamente. Señala que se le impuso una sanción por una falta que no está tipificada y sin que se le otorgara la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la restitución del recurrente en el pleno goce de sus derechos. Se anula la sanción impuesta al amparado mediante la cual se dispuso su retiro de la Feria del Agricultor de Coronado. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
5551-06. CADUCIDAD CONCESIÓN DE TRANSPORTE. Alega el recurrente que el Consejo de Transporte Público decretó la caducidad de los derechos de explotación de las rutas 121, 121 A y 122, que operaba en Aserrí, fundando tal causal en incumplimiento de algunos requisitos relacionados con el cumplimiento del Plan de Evaluación de la Capacidad Empresarial, cuya base legal fue derogada, por lo que no tienen fundamento alguno las sanciones impuestas. La discusión de la normativa aplicable es un asunto de legalidad.  SL  

5411-06. LICITACION PARA LA CONTRATACION DE ABOGADOS EXTERNOS DEL BANCO POPULAR. Alega el recurrente que a raíz de una orden de la Contraloría General de la República se debía dejar sin efecto los servicios notariales que han venido desempeñando varios notarios en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, para proceder más adelante a realizar una licitación o concurso público, de lo que no tuvo  comunicación hasta finales de junio de 2005, rechazándose además los recursos por él interpuestos por falta de legitimación, lo que a su juicio lesiona el principio de debido proceso y correlativo derecho de defensa. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia número 13581-05 y se desprende que el recurrente fue puesto en conocimiento de proceso licitatorio con base en dictamen de Contraloría por parte del Banco recurrido, impugnó ante el órgano contralor la resolución, la cual le fue rechazada, y de todas formas tiene posibilidad de participar en el concurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

5599-06. CONVALIDACION DE TITULO UNIVERSITARIO. Solicitó la convalidación de su título de abogado obtenido en la Universidad San Buenaventura de  Cali, Colombia y la Universidad de Costa Rica condiciona el reconocimiento a la aprobación de  una serie de exámenes orales, sin tomar en cuenta que procede el reconocimiento automático, con base en el Convenio de Reconocimiento Mutuo  de Validez de Títulos  Profesionales y de Incorporación  de Estudios con Colombia el cual  fue incorporado a la legislación  nacional mediante ley número 25  de veintiséis de octubre de mil  novecientos veintisiete. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica No. DD-308-2003, del 27 de junio del 2003.  CL
5418-06. SANCION EN COLEGIO PRIVADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le impuso una sanción disciplinaria en un colegio privado, que consiste en la cancelación de su condición de estudiante del centro educativo recurrido, bajo el argumento de que  había cometido una falta grave, sin haberse observado el debido proceso y su derecho de defensa. Según consta en el expediente, efectivamente se lesionó en este caso el debido proceso y fue sancionado doblemente por la misma infracción. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se anulan las sanciones impuestas al mismo y que fueron comunicadas mediante oficios del 17 de junio y 2 de setiembre del 2005. CL
5460-06. SUSPENDEN ESTUDIANTE DEL CURSO LECTIVO POR NO CUMPLIR REQUISITO DE LA EDAD. Alegan las recurrentes que fueron matriculadas sin restricción alguna, en el proceso educativo y, actualmente, se encuentra cursando el séptimo año en el Instituto Profesional de Educación Comunitaria Centro Integrado de Educación de Jóvenes y Adultos (IPEC-CINDEA) de Liberia. Que durante una reunión realizada el veintidós de febrero del dos mil seis, se les informó que no podían continuar  los estudiantes de séptimo y octavo año con edades inferiores a los quince años, por infringir el requisito de edad establecido en las disposiciones del Consejo Superior de Educación, requisito que cuando se matricularon no se les mencionó. Se declara con lugar el recurso. Se dispone la restitución de la amparada en el pleno goce de sus derechos. Se ordena a la Directora del Instituto Profesional de Educación Comunitaria-Centro Integrado de Educación de Jóvenes y Adultos de Liberia, (IPEA-CINDEA LIBERIA), que tome las medidas necesarias para que la amparada continúe hasta el final del curso lectivo actual y posteriores de acuerdo con el programa de estudios de esa Institución. CL
5409-06. SUBSIDIOS PARA ALIMENTACIÓN DE ESCOLARES. DANEA. El Director del Centro Educativo Escuela Manuela Calvo Jiménez interpone este recurso de amparo contra la División de Alimentación y Nutrición para el Escolar y el Adolescente, manifestando que en los últimos cinco años la institución que dirige ha venido recibiendo un subsidio de alimentación y pago de servidora doméstica que brinde el servicio de comedor escolar a los estudiantes, pero para este año se le denegó alegando que no existe presupuesto para ello. Según consta en el expediente, no se tomó en cuenta al Centro Educativo, en vista de que no presentó la solicitud en el plazo requerido, además, a nivel de Dirección Superior del Ministerio de Educación Pública se están haciendo gestiones para realizar una modificación presupuestaria dentro del presupuesto del Ministerio que permita atender las solicitudes de subsidios pendientes. SL
5039-06. NO PERMITEN EL USO DE PELO LARGO EN COLEGIO. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de la Magistrado Calzada. Acusa el recurrente que en el Colegio Técnico Profesional Nataniel Arias Murillo de Aguas Zarcas de San Carlos se prohíbe al amparado el uso del pelo largo, lo que considera una medida arbitraria que afecta el desarrollo de su personalidad y su proceso educativo, pues es objeto de burlas por un defecto físico que tiene en las orejas. Se cita como antecedente la sentencia 3504-02 y se considera que no hay pruebas de las burlas que según dice el recurrente, ha sido objeto. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
5122-06. NO PERMITEN EL USO DE PELO LARGO EN CENTRO DE ENSEÑANZA. Acusa el recurrente que en el IPEC, ubicado en Barva de Heredia, no se le permitió el ingreso a la clase correspondiente, bajo el argumento, que por tener el cabello largo, no podía ingresar a lecciones. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
5126-06. NIEGAN MATRICULA POR NO HACER EXAMEN DE INGRESO. Se declara con lugar el recurso con el voto salvado del Magistrado Armijo. Alega la recurrente que realizó la prematrícula de su hija en la Escuela Carolina Dent y se le indicó que no tenía que realizar prueba de aptitud; posteriormente se le denegó la matrícula porque la menor no había realizado esa prueba y ya había pasado el periodo de inscripción para la prueba, por lo que se le indicó que tendría que matricularla  en un centro privado. Se declara con lugar el recurso con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente a los efectos de condenar al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO. Salvo el voto y declaro sin lugar el recurso porque considero que la Escuela recurrida no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la amparada; lo anterior, con la salvedad de que en el evento de que la amparada realizara y aprobara el examen de aptitud en virtud de la medida cautelar adoptada por la Sala, sea matriculada y se le incorpore en el sistema educativo, para todos sus efectos. La recepción de sus documentos de prematrícula, en vista del impedimento por causa de la edad, no le daba derecho a ser matriculada sin aprobar la prueba de aptitud, para la cual la menor no fue inscrita oportunamente. Frente al dicho de la madre recurrente de que en la Escuela se le indicó que la menor no tenía que hacer esa prueba, por lo que no la inscribió al efecto, y el informe, bajo la fe del juramento, del director de la Escuela de que es totalmente falso que la secretaria del centro educativo le dijera que su hija no hacía la prueba porque tenía la edad adecuada , cuando resulta evidente que no la tenía, la valoración  del suscrito es que no cabe duda que la madre no inscribió oportunamente a la menor para hacer la prueba de aptitud, a pesar de la información pública y del conocimiento de la edad requerida y no es posible achacar a la Escuela el error que condujo a que la menor no fuera inscrita para la prueba. Sin embargo, en el caso priva el interés superior de la menor amparada, por esa razón, en el evento de que pase esa prueba y sea matriculada, habrá de continuar con el proceso educativo. CL
DERECHO A LA SALUD

5553-06. NO FIJAN FECHA DE OPERACIÓN URGENTE. Se declara con lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Vargas, Cruz y Saborío.  Alega la recurrente que sufre un problema en su matriz, y desde octubre de 2003, los Doctores que trataban su caso le dijeron que debía ser intervenida quirúrgicamente de inmediato por un ginecólogo, para lo cual la remitieron al Hospital Escalante Pradilla. Que a pesar de lo anterior, y aunque la amparada a obtenido citas constantemente, lo cierto del caso es que las citas de intervención quirúrgica siempre le son reprogramadas. Se declara con lugar el recurso, se previene a los servidores recurridos no incurrir a futuro en actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. Los Magistrados Vargas, Cruz y Saborío salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
5552-06. FECHA DE CITA MÉDICA. Alega el recurrente que tiene una hernia para la cual amerita operación, sin embargo a pesar de la referencia del médico del Ebais, se le ha asignado cita para los día 7 de julio y 27 de setiembre del 2007, lo que considera un retardo excesivo que perjudicará su salud. Se declara con lugar el recurso, se previene a los servidores recurridos no incurrir a futuro en actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. CL
5488-06. NO LE ENTREGAN MEDICAMENTOS. Alega el recurrente que en el 2005 se le practicó una “angioplastia” con balón en una coronaria  para aliviarle el daño más severo y grave que presenta por problemas vasculares e hipertensión. Su médico tratante le rectó el medicamento "Aprovel" para el control de la hipertensión con el cual se mantuvo bastante establece durante los meses en que pudo consumir, pero desde hace unos 4 meses, éste le fue sustituido en la farmacia del Hospital por un medicamento  genérico llamado "Irbesartan" que no le produce el efecto de original, lo que le ocasiona grandes irregularidades en su presión arterial que tampoco han logrado algunos otros medicamentos que más bien ponen en riesgo su estado de salud y no obstante que lo gestionó, éste le fue negado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y Director Médico del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, lo siguiente: Suministrarle inmediatamente a la amparada, el Aprovel en la dosis y condiciones dispuestas por su médico tratante. CL
5596-06. NO LE ENTREGAN MEDICAMENTO. Se acusa la omisión de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de entregar, oportunamente, el medicamento prescrito a la amparada, para el tratamiento de cirrosis biliar primaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital San Juan de Dios, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la recurrente, el medicamento prescrito por su médico tratante; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, en coordinación con la Dirección de Recursos Materiales y el Departamento de Almacenamiento y Distribución, para adquirir suficientes existencias de Syprine (trientine hydrochloride), y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento a quienes se les haya autorizado por las autoridades competentes. CL
5256-06. ESPERA PARA OPERACIÓN. Acusa el recurrente que se ha cometido una infracción al derecho fundamental a la salud, consagrado en el artículo 21 de la Constitución Política, debido al tiempo de espera que ha tenido que enfrentar la paciente para que se realice una operación de alargamiento del fémur. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga inmediatamente las gestiones requeridas para adquirir los insumos necesarios para que a la amparada, se le practique la intervención quirúrgica que precisa según el criterio médico. CL
5024-06. NO LE DAN MEDICAMENTO QUE ESTA EN PROCESO DE INVESTIGACION. Se declara con lugar el curso con el voto salvado del Magistrado Armijo. Señala la recurrente que su médico tratante del Hospital Calderón Guardia en radioterapia, solicitó la compra del "trastuzumab", que a nivel mundial ha dado resultados muy beneficiosos en pacientes en estudio inicial de cáncer de mama, aumentando la supervivencia libre de enfermedad. Solicitó este tratamiento del que  quisiera beneficiarse pues este tipo de tumor tiende a ser muy reincidente. No obstante la recomendación médica, el Seguro Social se lo ha negado, a pesar que está de acuerdo en usarlo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, procedan de INMEDIATO a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata, se entregue a la amparada, de acuerdo con su consentimiento informado, el medicamento Trastuzumbad que requiere para atender adecuadamente su padecimiento, ello bajo la estricta responsabilidad de su médico tratante y del Comité de Oncología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional por cuanto, si bien en otras oportunidades he sostenido –al igual que la mayoría– que es arbitraria la negativa del Comité Central de Farmacoterapia de conferir al enfermo el medicamento recomendado por su médico tratante, ello así lo he calificado únicamente en los supuestos en que dicha decisión de sustenta en criterios de orden económico y burocrático. Sin embargo, la situación que se analiza en el caso presente, en el cual el medicamento pretendido por la tutelada se encuentra en fase experimental, cuya indicación todavía no ha sido aprobada por organismos como la FDA o EMEA, según lo expuso en su informe bajo juramento la autoridad recurrida, es decir, se trata de un fármaco en investigación, cuyos efectos sobre la paciente todavía no se conocen con seguridad. Desde ningún punto de vista puedo admitir que se utilicen a los asegurados de la entidad accionada para probar medicamentos que aún no reúnen todos los requisitos de experimentación, obligándoles a asumir sus efectos adversos sin tener certeza sobre los beneficios que supone el consumo, alimentándose injustificadamente la esperanza de la paciente de permanecer en buenas condiciones de salud. CL
5023-06. NO ENTREGAN MEDICAMENTOS. El recurrente cuestiona la omisión de las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de entregar, oportunamente, el medicamento prescrito a la amparada para el tratamiento de cirrosis biliar primaria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General del Hospital San Juan de Dios y a la Directora del Servicio de Farmacia del Hospital San Juan de Dios, lo siguiente:  a) suministrarle inmediatamente a la recurrente, el medicamento prescrito por su médico tratante; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, en coordinación con la Dirección  de Recursos Materiales y el Departamento de Almacenamiento y Distribución, para adquirir suficientes existencias de Ursodiol (ácido ursodeoxicólico) 300 mg, y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento a quienes se les haya autorizado por las autoridades competentes. CL
5084-06. NIEGAN SEGURIDAD SOCIAL PARA MIEMBROS DE COOPERATIVA. Alega la recurrente que como el Presidente de COOPECOSMIL R.L. solicitaron al Jefe del Departamento de Facturación y Afiliación de la Caja Costarricense de Seguro Social la incorporación como aseguradas de sus asociadas, bajo alguno de los regímenes asociativos que maneja esa Institución, sin embargo, se les denegó la solicitud hasta tanto no se apruebe nuevamente la normativa que regula los Convenios de Aseguramiento Colectivo. Según consta en el expediente Reglamento para la Afiliación de los Trabajadores Independientes y los Asegurados Voluntarios, que regulaba la modalidad de seguro colectivo, ya no está vigente, por lo que no es posible aceptar la solicitud que planteó la cooperativa amparada, decisión que no se considera arbitraria. SL
4839-06. NIEGAN ATENCION MEDICA EN EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS.  Alega el recurrente que fue operado en el Hospital Clínica Católica el nueve de julio de dos mil uno, debido que a tenía una aguja incrustada en la región lumbar, pero que sin embargo, solo le extrajeron la mitad de la aguja, no obstante lo anterior, el Instituto Nacional de Seguros cerró el caso, negándose a darle la atención médica que requiere para su padecimiento. Consta que cuando se dio atención médica por primera vez al amparado, por considerarse un asunto de riesgo laboral, luego se le negó, a pesar de que se demostró que no se le extrajo la totalidad de una aguja que tenía en el cuerpo, lo que evidentemente es una lesión de su derecho a la salud y demuestra además, que se ha dado un mal manejo administrativo. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Jefe de la Consulta Externa del Instituto Nacional de Seguros, que de inmediato le suministre al amparado toda la atención médica, hospitalaria, farmacológica y quirúrgica que su padecimiento requiera, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
4863-06. NIEGAN ATENCION MEDICA EN HOSPITAL DE ALAJUELA. Acusa el recurrente que es privado de libertad, que es atendido por su padecimientos de asma en el Hospital de Alajuela; no obstante, el sábado cuatro de marzo del año en curso, al requerir la atención médica de este Hospital a donde fue trasladado, el médico que lo atendió se negó a prestarle la atención requerida, por lo que debió ser trasladado al Hospital México. Se declara CON LUGAR el recurso por violación al derecho a la salud y trato discriminatorio en perjuicio del amparado, atribuible a funcionarios del Hospital de Alajuela, Caja Costarricense de Seguro Social, al negarle la atención médica que requería el cuatro de marzo de dos mil seis.   Se ordena al Director Médico del Hospital San Rafael de Alajuela que de inmediato ordene la apertura de una investigación para determinar la verdad real de los hechos y se siente la responsabilidad disciplinaria que corresponda contra el médico u otros funcionarios de ese Hospital que se negaron a brindar atención médica al amparado el cuatro de marzo de dos mil seis, previo respeto del debido proceso y de derecho de defensa.  Deberá el Director del Centro de Atención Institucional La Reforma también proceder a investigar si el privado de libertad amparado incurrió en alguna falta disciplinaria por irrespeto a los médicos o demás funcionarios del Hospital San Rafael de Alajuela que amerite alguna sanción administrativa disciplinaria, previo respeto del debido proceso y derecho de defensa. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

5370-06. NIEGAN CONSTRUCCIONES EN INMUEBLE DE SU PROPIEDAD PORQUE ESTA UBICADO EN ZONA PROTEGIDA. Se aduce que el MINAE considera erróneamente que finca de la recurrente en Manzanillo forma parte de refugio nacional, lo que impide disponer libremente de la finca y sus productos. De acuerdo con la información contenida en el escrito de interposición, el Decreto Ejecutivo que declaró como humedal la zona  en cuestión fue publicado antes de que  la amparada catastrara el inmueble a su nombre, razón por la cual no puede alegar desconocimiento de la situación que tenía la propiedad. RF
DERECHO DE TRABAJO
5886-06. COBERTURA MÉDICA PARA FUNCIONARIOS DEL SERVICIO EXTERIOR. El Defensor de los Habitantes acusa que los funcionarios públicos que laboran para el Servicio Exterior de la República, sus dependientes, no tienen cobertura médica. Lo anterior en virtud de que a partir del mes de diciembre del 2002, dio inicio el rebajo de los montos correspondientes a la cuota obrera del 5.5% del Seguro de enfermedad y maternidad; sin embargo, reclaman que la CCSS no les brinda ningún tipo de cobertura médica, cuando éstos permanecen en los diferentes países donde son asignados. Por ello, alega que se encuentran sin protección respecto de riesgos de enfermedad y maternidad, lo que les obliga a incurrir en un doble gasto para cubrir sus necesidades de salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar de inmediato la adquisición del seguro médico internacional, según lo dispuesto en el Acuerdo de Cooperación suscrito con el Ministerio de Relaciones Exteriores. CL
5812-06. EJECUCION DE DESPIDO CON APELACIÓN PENDIENTE. Acusa la recurrente que la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública le notificó su despido sin responsabilidad patronal, pese haber interpuso el recurso de apelación ante el Tribunal Superior de Trabajo, contra la resolución del Tribunal de Servicio Civil.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir a la recurrente en el puesto y funciones que venía desempeñando en la Policía de Proximidad de Pococí-Guápiles, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. Se anula el oficio de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública No. 5189-05 del 17 de agosto del 2005. CL
5883-06. ACCESO A INFORMACION DE COMPUTADORA DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que sin que existiera ningún procedimiento formal abierto en su contra, funcionarios del MOPT efectuaron -sin su autorización- una copia de los archivos contenidos en el disco duro de su computadora. Según consta en el expediente, debido a una denuncia interpuesta contra el recurrente por el supuesto uso indebido del equipo de cómputo asignado por esa institución, la Auditoría General del MOPT inició la investigación respectiva, y en el marco de la misma, se realizaron una copia de la información contenida en el disco duro de dicha computadora, con el fin de analizarla y comprobar los hechos denunciados. Aseguran que el recurrente estuvo presente durante todo el proceso de copiado de la información, contó además con la presencia de su abogado, y siempre estuvo anuente a colaborar con los recurridos. Se estima que existen tres etapas en toda investigación administrativa: La primera se refiere al inicio de la denominada investigación preliminar, la segunda fase comprende el momento desde que empieza un procedimiento administrativo y la tercera concluye con la notificación de la resolución final de la investigación a las partes. Por lo anterior y tomando en consideración que el equipo de cómputo asignado al recurrente por el MOPT en su condición de funcionario público, debe ser destinado únicamente para apoyar las funciones que son propias a su cargo, no aprecia la Sala que se haya conformado la alegada violación al artículo 24 constitucional. SL
5857-06. DOBLE INSTANCIA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. APELACION DEBE SER RESUELTA POR UN ORGANO DIFERENTE. La recurrente acusa que se produjo una violación al debido proceso, ya que interpuso los recursos de revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución que hizo el traslado de cargos en el procedimiento administrativo que se le sigue; sin embargo, asegura que el Órgano Director del Proceso resolvió ambos recursos. Estima la Sala que la actuación del órgano recurrido al rechazar los dos recursos planteados por la recurrente constituye una violación al principio de doble instancia en sede administrativa, toda vez que se le está impidiendo la posibilidad a la amparada de que lo resuelto pueda ser revisado por alguien distinto de quién lo ordenó, en detrimento de la garantía del debido proceso. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena a la Presidenta del Órgano Director del Proceso que se sigue en el expediente N° 107-2005 contra la amparada, que en el término de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de la presente sentencia, eleve ante su Superior Jerárquico, el recurso de apelación presentado por la recurrente el 28 de octubre de 2005 contra el oficio ojl-806-2005. CL
5865-06. EJECUTAN DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente que las autoridades de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de modo arbitrario ejecutaron el despido acordado por el Tribunal de Servicio Civil, pese a que todavía no se han resuelto los recursos de apelación que interpuso contra esa medida.  En su criterio, la actuación del recurrido es injustificada y cercena el Derecho de la Constitución, pues considera que su impugnación tiene efecto suspensivo sobre la eficacia de ese acto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que dentro del término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el cargo que desempeñaba en la dependencia accionada, o en su caso, suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. CL
5804-06. REBAJO DE PLUS SALARIAL. Alega el recurrente que se le suspendió sin debido proceso el recargo salarial del 15% de su salario base, el cual se le venía pagando desde hace varios años atrás. Se declara con lugar el recurso, por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula el acto administrativo mediante el cual la autoridad recurrida suprimió el sobresueldo de un 15% sobre el salario base en la clase de puesto de Asesor Supervisor de Educación que venía disfrutando el amparado. CL
5820-06. ANULAN NOMBRAMIENTO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue nombrado en propiedad en la plaza 14619, como Técnico en Registros Médicos 3, posteriormente,  sin dársele audiencia previa u oportunidad de defensa, ni seguirse el debido proceso, la recurrida dejó sin efecto esa designación, manifestando que continuaría ocupando el código 14619 de Técnico 1 en calidad de interino. Estima la Sala que la actuación del Área de Salud de Moravia de la Caja Costarricense de Seguro Social violentó los derechos constitucionales del recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos. Se anula el oficio No. ASM-DIR-MED-209-06 del 20 de marzo del 2006 suscrito por, en su calidad de Directora del Área de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social de Moravia. CL
5594-06. PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA ATENDER A SU HIJO CON ENFERMEDAD TERMINAL.  Señala la recurrente que es madre de un menor, quien sufre las secuelas de una enfermedad congénita y Terminal denominada toxoplasmosis; que la amparada es jefa de hogar y la Caja Costarricense de Seguro Social le negó la pensión del régimen no contributivo. Asimismo la Jefatura de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública denegó la prórroga de la licencia, bajo el argumento de que ya la había utilizado por seis meses y lo único que le ofrecieron fue una licencia sin goce de salario, lo que no puede aceptar. Sobre la negativa de pensión de la CCSS, se considera que es un asunto de legalidad. Respecto a la negativa del permiso en el MEP, se comprueba que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial y excepcional que amerita y justifica plenamente el otorgamiento de una licencia con goce de salario. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la negativa del Ministerio de Educación Pública de otorgarle a la amparada una licencia con goce de salario para poder atender su hijo enfermo. CL
5597-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACION EN LA CCSS. Alega el recurrente que el Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, le informó que se prescindía de sus servicios a partir de esa fecha, motivado por una reestructuración del área de Tecnologías de Información donde se eliminó la Dirección de Informática y el Centro de Cómputo y se crea la Dirección de Tecnología, Información y Comunicaciones. Señala que no es cierto que la reestructuración elimine el Centro de Cómputo y acusa irregularidades en el proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio PE-21.644-05 de 3 de junio del 2005 del Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, restituir al amparado en el cargo que ocupaba antes de su despido, en la  Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones en forma inmediata. CL
5442-06. SANCION ADMINISTRATIVA. DEBE INDICAR ANTE QUIEN INTERPONER LA APELACIÓN, QUE DEBE SER RESUELTA POR UN ORGANO DIFERENTE. Contra sanción impuesta a la recurrente. Alega que en las resoluciones impugnadas no se le indicó ante que autoridad podía plantear los recursos de revocatoria y apelación y además, el recurso de revocatoria con apelación en subsidio que la amparada interpuso, contra la resolución que acogió la recomendación del Órgano Director del Procedimiento de imponerle una sanción de dos días sin goce de salario, fue resuelta por el mismo Órgano decidor. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción disciplinaria impuesta a la amparada de dos días de suspensión sin goce de salario, impuesta por resolución MCJD-RESOL-RH 30-05 del ocho de junio de dos mil cinco, emitida por el Departamento de Recursos Humanos. CL
5360-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA. PRINCIPIO DE CONVALIDACION POR PRECLUSION PROCESAL.  Alega el recurrente que en procedimiento administrativo que se siguió en su contra en la Contraloría General de la República, no hubo una adecuada valoración de la pruebas, incluyendo la negativa de la Contralora General de la República de incorporar como prueba la grabación oficial de una sesión extraordinaria de la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario. Se constata que el amparado tuvo oportunidad de defensa y la mera inconformidad con el resultado del procedimiento no constituye un supuesto amparable en esta instancia especial. Sobre el rechazo de la prueba ofrecida si citan las sentencias 10198-01, 13110-04 y 14910-04 en donde se expone el principio de convalidación por preclusión procesal. RF
5262-06. TRASLADO POR REESTRUCTURACION EN LA CCCSS. La recurrente acusa que la Caja Costarricense de Seguro Social violó su derecho al debido proceso, su derecho al trabajo y al salario porque el acto que le comunica su traslado por reestructuración carece de motivación ya que no señala el fundamento técnico de la reestructuración, no se desempeñará según su clase de puesto, no podrá desempeñar sus antiguas funciones. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DDSS-1632-05 de 22 de junio del 2005 de la Directora de Desarrollo de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena al Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, restituir en forma inmediata a la amparada en la misma categoría y funciones que ocupaba antes de la reorganización institucional, con pleno goce de todos los derechos, sin perjuicio de que se subsane la omisión de fundamentación del acto administrativo de traslado. CL
5224-06. EJECUCION DE DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. El recurrente acusa la infracción de su derecho al debido proceso, porque el Ministro de Hacienda ejecutó el acuerdo de despido en su contra  pese a que la resolución del Tribunal de Servicio Civil que lo autorizó no se encuentra firme pues  presentó recurso de apelación ante el Tribunal de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, que no ha sido resuelto. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Hacienda, que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el cargo de Tramitador Aduanero, destacado en la Aduana de Limón, o en su caso, suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. Se anula el acuerdo N° 95-H del 20 de setiembre del 2005, del Presidente de la República y el Ministro recurrido. CL

4955-06. OBLIGACION DE FUNCIONARIOS PUBLICOS DE PAGAR POLIZA DE FIDELIDAD. El reproche, en este caso, se sustenta en la discrepancia con el criterio de oportunidad y conveniencia de las autoridades recurridas, en virtud de haber solicitado a los funcionarios encargados de recaudar, custodiar, o administrar  fondos y valores públicos, el cumplimiento de una garantía de quinientos mil colones como mínimo, mediante la utilización de las pólizas de fidelidad individual o colectiva, las cuales ofrece el Instituto Nacional de Seguros, en contra del criterio que sobre lo anterior pueda tener el petente, disconformidad que no resulta amparable ante esta Sala. Se citan como antecedentes las sentencias 4018-04 y 7024-05.  RP

5061-06. DESPIDO DE EMBARAZADA DURANTE PERIODO DE PRUEBA. Señala la recurrente que laboró para el Tribunal Supremo de Elecciones como Analista de Sistemas Informáticos   y que se le separó del cargo bajo el argumento de que incurrió en falta grave durante el periodo de prueba; sin embargo, aquel despido se produjo  a pesar de informarle a su superior inmediato  que se encontraba en estado de embarazo. SL
5116-06. DESPIDO DE FUNCIONARIO MUNICIPAL. Alega el recurrente, funcionario de la Municipalidad de San Carlos, que fue despedido por hostigamiento laboral. Señala que se le inició proceso de despido mediante oficio del 14 de setiembre del 2005 por hechos ya sancionados y se realizó la audiencia de prueba ante el Alcalde a pesar de que ya se había trasladado el asunto a la Junta de Relacionales Laborales. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso únicamente por violación al principio de buena fe y al derecho de defensa, en consecuencia SE ANULA todo lo actuado en el procedimiento disciplinario iniciado en contra del recurrente con posterioridad al oficio AM-1296-2005 del 10 de octubre del 2005, incluido el acto de despido efectuado mediante oficio AM-1431-2005 del 15 de noviembre del 2005, debiendo, de seguir con el procedimiento de Intención de Despido, el Alcalde de la Municipalidad de San Carlos respetar los principios de buena fe, derecho de defensa y debido proceso del recurrente. CL
5120-06. INTERINO POR INTERINO. Nombramiento de una persona en puesto ocupado por la recurrente de manera interina. Según consta en el expediente el nombramiento de la recurrente no se da por inopia, pues se nombró a otra persona sin concurso público previo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente de la Junta Administrativa el primero y Directora la segunda, ambos del Colegio San Luis Gonzaga  o a quienes en su lugar ejerzan los cargos, reinstalar a la recurrente en el puesto de Profesora de Artes Plásticas que venía ocupando. CL
5128-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. COBRO ADMINISTRATIVO. Se alega supuesta imputación administrativa para cobrar al recurrente el pago del valor de objetos sustraídos de su vehículo y de propiedad municipal. Alega que no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Goicoechea al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
5161-06. NO TRAMITAN DENUNCIA LABORAL CONTRA MEDICO DEL HOSPITAL MEXICO. Alegan las recurrentes que son funcionarias de enfermería del Servicio de Neonatología del Hospital México e interpusieron una denuncia ante el Jefe del Servicio de Neonatología de ese hospital, tendente a denunciar el presunto trato inadecuado de un profesional de ese centro médico, sin que les hayan tramitado su denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Servicio de Neonatología del Hospital México, a Oscar González Coto en su condición de Jefe de Departamento Ginecología-Obstetricia-Neonatología del Hospital México, al Director Médico General Interino del Hospital México y al Gerente de División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que procedan inmediatamente a darle el trámite debido a la denuncia presentada por las recurrentes el veinte de julio del dos mil cinco, debiendo observar rigurosamente los principios constitucionales indicados en esta sentencia, así como también se ordena a esas autoridades recurridas mantener a la recurrente bajo condiciones laborales similares a las que ostentaba antes de que suscribiera la denuncia de cita.  CL
5162-06. PAGO INCOMPLETO DE AGUINALDO. Acusa que MEP no le pagó completo su aguinaldo. Se declara con lugar recurso. En consecuencia, se ordena al Jefe del Departamento de Planillas del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, bajo apercibimiento de poder incurrir en desobediencia, que gire INMEDIATAMENTE a la recurrente, la diferencia que se le adeuda por concepto de aguinaldo del dos mil cinco. CL
DERECHO PENAL
5686-06. INVESTIGACION LLEVADA A CABO POR CUERPO POLICIAL NO AUTORIZADO. Consulta Judicial. Se alega en un proceso de revisión la violación al debido proceso,  en tanto se cuestiona la legalidad de la investigación, que estuvo a cargo de un cuerpo policial que no estaba facultado para ello, que es la Unidad contra la Explotación Sexual del Ministerio de Seguridad Pública, que al momento de la investigación en ese caso no estaba creada por ley, pues su creación es publicada en la Gaceta del mes de marzo del 2005. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el caso consultado no se da violación al debido proceso. Evacuada. 

5550-06. CONDICIONES DE DETENCIÓN DE EXTRANJEROS. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo. Alega el recurrente que encuentran hacinados en celdas, con el agravante de que el centro de detención carece de atención médica oportuna, no cuentan con traductor oficial, les niegan defensa letrada. Se declara sin lugar el recurso. En cuanto a la infracción al derecho de defensa, estése el recurrente a lo resuelto en la sentencia 2006-3665 de las 14:37 horas del 15 de marzo del 2006. Desglósese el escrito de folios 49-51 a fin de que sea tramitado en el expediente 06-002103-0007-CO. En cuanto a las actuaciones del Juez Penal de Turno Extraordinario y la Médico Forense, se rechaza de plano el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar el recurso, ordenando la inmediata libertad de los amparados.  SL
5495-06. IMPUTADO ES ESPOSADO DURANTE LA DECLARACION INDAGATORIA. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de la Magistrado Calzada Miranda.  Alega el recurrente que se le tomó la declaración indagatoria esposado, por lo que no pudo comunicarse libremente con su defensor. La medida  se fundamenta en el Manual de Procedimientos para la Contención Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos, además el lugar en donde estaban es muy pequeño y no consta se le haya impedido firmar acta de declaración. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
5499-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que la prisión preventiva que pesa sobre el mismo venció el ocho de marzo pasado y no fue sino hasta el treinta y uno de marzo siguiente que el Tribunal de Juicio de Cartago decidió prorrogarla, es decir, que el tutelado estuvo privado de su libertad desde el nueve y hasta el treinta de marzo pasados, sin resolución judicial alguna que justificara tal detención. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Comuníquese al Tribunal de la Inspección para lo de su cargo. CL

5445-06. PLAZO DE MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que dentro de proceso penal en su contra se dictaron medidas cautelares que consisten en impedimento de salida del país y firmar cada quince días en el despacho en que se tramita el expediente, medidas que se establecieron por un plazo no determinado o definido. Sobre el impedimento de salida del país se rechaza por el fondo el recurso con base en la sentencia 11238-05. Sobre la medida de firmar cada 15 días,  se indicó que no había pasado un plazo excesivo desde el momento en que se adoptó la medida, sin perjuicio de que se solicite al juzgado recurrido, se fije un término para que finalice la investigación, según el artículo 171 del CPP. RF 

5443-06. EXTRADICIÓN. PRINCIPIO NOM BIS IN IDEM. Se impugna el proceso de extradición seguido contra el amparado, aduciendo que ya fue  juzgado por los Tribunales nacionales por los mismos hechos que ha requerido por el Estado de Alemania y que la promesa de extradición presentada por el Estado requirente no cumple con la normativa vigente en materia de extradición. En materia de extradición, es reiterada la jurisprudencia que precisa  que el proceso de extradición adoptado por el ordenamiento jurídico costarricense es un instrumento procesal, de naturaleza jurisdiccional, cuya finalidad es permitir el ejercicio de la persecución penal del Estado requirente y garantizar los derechos y libertades fundamentales del individuo cuya extradición se solicita, en donde el examen del cumplimiento de los requisitos y presupuestos exigidos por la normativa que rige la materia, a efectos de valorar sobre la procedencia de la extradición, es un asunto que toca conocerse y resolverse en la sede penal, además, el proceso de extradición del amparado terminó con sentencia y con su plena participación. RP
5276-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Pococí decretó la prisión preventiva de su defendido por un plazo de 3 meses que vencieron el 16 de febrero del 2006 y no se devolvió la libertad, permaneciendo detenido hasta que inició el debate, cuando fue puesto en libertad. Pero fue nuevamente privado de su libertad a solicitud del Ministerio Público luego de concluir el debate alegando peligro de fuga y reiteración delictiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente, por haber sido privado de libertad sin resolución de juez competente del 16 de febrero al 16 de marzo del 2006. En lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial.
5226-06. MEDIDAS CAUTELARES. Acusa el recurrente que las medidas cautelares impuestas al amparado por la Jueza Penal de Santa Cruz, carecen de fundamentación. Se considera que efectivamente las medidas cautelares de restricción a la libertad del amparado carente de sustento jurídico, en violación del derecho fundamental a la defensa. Se declara parcialmente con lugar el recurso por cuanto las medidas cautelares impuestas al amparado por el Juzgado Penal de Santa Cruz y confirmadas por el Tribunal de Juicio de ese lugar carecen de fundamentación; en consecuencia, se anulan las medidas cautelares impuestas al amparado por resolución de 14:20 hrs. de 10 de marzo de 2006 del Juzgado recurrido. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5012-06. PRISIÓN PREVENTIVA AL DICTARSE LA PARTE DISPOSITIVA. Alega la recurrente que en la lectura del por tanto de la sentencia condenatoria dictada en contra de su defendido, se decretó su prisión preventiva sin que se hubieran fundamentado las  razones por las cuales se decretó esa medida y sin solicitud expresa del Ministerio Público. Consta en el expediente que la medida está debidamente fundamentada, además al cambiar la condición del imputado, se considera que el Tribunal recurrido ha sido consecuente con la jurisprudencia en relación con el cambio de la situación jurídica de imputado a condenado, que sufre quien se somete a un proceso penal, y la consecuente medida cautelar de prisión preventiva que se le impone al condenársele. Se citan las sentencias 11376-03, 1503-97, 1315-96. Sobre la falta de solicitud del Ministerio Público de la prisión preventiva, si cita como antecedente la sentencia 3906-00. SL
5014-06. PRISIÓN PREVENTIVA. CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR POR UNA MAS GRAVE. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de las Magistrados Calzada y Abdelnour. Acusa el recurrente que se le impuso al imputado, como medida cautelar la de presentarse a firmar cada quince días, posteriormente, se acogió la solicitud del Ministerio Público y cambió la medida por prisión preventiva, por el término de seis meses que vencen, sin que existieran circunstancias que ameriten una medida más gravosa. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. Las Magistrados Calzada Miranda y Abdelnour Granados Salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
4830-06. DETENCION ILEGITIMA. Alega el recurrente que le fue prorrogada la prisión preventiva y posteriormente fue revocada por el Tribunal Superior Penal del Primer Circuito Judicial de San José, al acoger un recurso de apelación; sin embargo, su libertad se hizo efectiva dos días después. Se estima que la privación de libertad del amparado si fue ilegítima, por cuanto no se justifica el retraso apuntado, lo cierto es que el amparado estuvo detenido durante más de cuarenta y ocho horas sin resolución jurisdiccional que así lo ordenara. CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

5279-06. DEPORTACION DE EXTRANJERO. Ciudadano italiano con visa de turista vigente, fue detenido por funcionarios de Migración. Autoridades de Migración lo deportaron porque encontraron al amparado trabajando en un restaurante de su hermano y la ley faculta a las autoridades de Migración para ingresar a los recintos, como los restaurantes a constatar ese tipo de anomalías. SL 
5233-06. DEPORTACIÓN. Se impugna deportación de extranjero, se alega falta al debido proceso y la detención por más de 24 horas. Se constata que tenía documentos faltos y se reitera el criterio de la sentencia 3476-05, donde se señala que las autoridades migratorias tienen la potestad ordenar deportar del país a los extranjeros que se encuentren en una situación de irregularidad, o sea, a los que no posean un status migratorio concedido por autoridad competente, y con este fin pueden ordenar la detención del amparado en este caso sin que se requiera de una orden judicial, ni tampoco resulta aplicable el término de las veinticuatro horas alegado por el recurrente. RF
5153-06. PERMISO DE TURISTA NEGADO SIN FUNDAMENTO ALGUNO. Migración le negó prórroga de permiso de permanencia en el país. Se declara CON LUGAR el recurso únicamente por violación al debido proceso –específicamente por la falta fundamentación de la resolución número SVGE13126-2005-user907. CL
FAMILIA

5407-06. DEPÓSITO PROVISIONAL DE MENOR INDÍGENA. Alega la recurrente que el PANI le quitó a su hija y dispuso su depósito provisional en casa de una tía paterna, en donde asegura que es maltratada y la institución no hace nada a pesar de sus denuncias. Consta que ante denuncia penal interpuesta por la menor, el Patrona intervino y dictó “Medida de Protección” de cuido provisional en beneficio de la niña.  Se le ubicó en el hogar de su tía paterna por el plazo de seis meses, brindando seguimiento social por ese plazo. El Patronato Nacional de la Infancia ha tomado en consideración el origen indígena de la menor por el lado materno; sin embargo, ha estimado inconveniente ubicarla en el hogar de familiares de la madre, ahora lo pertinente es que sea el juez de familia competente el que resuelva definitivamente sobre el depósito judicial. Se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución al Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Turrialba, para lo de su cargo. SL
5296-06. CAUSAL DE ANULACION DEL MATRIMONIO. REQUISITOS DE LA CONSULTA JUDICIAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad sobre el inciso 4) del artículo 15 del Código de Familia. Disolución del matrimonio por motivo de  incapacidad por impotencia absoluta o relativa, que se incurable y anterior al matrimonio. Se alega que es contrario al principio protector del matrimonio. No se evacua la consulta por no cumplir los requisitos establecidos, se cita como antecedente la sentencia 1617-97. No ha lugar a evacuar la consulta.
INTIMIDAD

5685-06. INFORMACION CREDITICIA INEXACTA. Se declara con lugar el recurso, con el voto salvado de la Magistrado Abdelnour. Alega el recurrente que se le negó un crédito en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, bajo el argumento de que según el estudio realizado por la empresa TransUnión, tenía una deuda pendiente de cancelación y, por ende, un record crediticio negativo, información que asegura, es inexacta. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Corporación Financiera MIRAVALLES S.A. Y A TRANSUNION Costa Rica TUCR Sociedad Anónima, que eliminen de sus bases de datos la información sobre el comportamiento crediticio de la amparada, que ha dado lugar a la estimatoria de este recurso.  La Magistrada Abdelnour salva el voto. CL
5722-06. ANOTACION DE SENTENCIA EN REGISTRO JUDICIAL. Alega el recurrente que fue condenado a tres años de prisión por privación de libertad agravada, sin embargo, al no contar con antecedentes penales en su contra, se le otorgó el beneficio de la ejecución condicional de la pena. Está inconforme con la anotación que de ello se hace en la actualidad en su hoja de delincuencia, ya que ve limitada su posibilidad de obtener trabajo. Sobre el tema, se cita la sentencia 2647-05 y se indica que en este caso, no ha transcurrido el plazo referido de los 10 años desde el cumplimiento de la sentencia condenatoria que le fuera impuesta, razón por la que no puede ser cancelada del registro la sentencia condenatoria del recurrente. RF
5607-06. CORREOS ELECTRONICOS PRIVADOS COMO PRUEBA EN PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE COLEGIO PROFESIONAL. Alega la recurrente que fue visitadora médica especializada en ventas de productos farmacéuticos de una empresa y su jefe inmediato le quitó su computadora personal contra su voluntad argumentando que pertenece a la empresa, pero donde llevaba agendas personales y archivos totalmente privados e íntimos. Señala que el 27 de junio de 2005, el Gerente de Recursos Humanos le informó su despido por disposición unilateral del patrono. En forma paralela se interpuso una queja en el Colegio de Farmacéuticos aportando todos sus correos privados sacados en forma ilícita donde se consignan asuntos íntimos para sustentar la mencionada queja.  Alega que el Tribunal de Honor del Colegio de Farmacéuticos dispuso abrir el respectivo procedimiento disciplinario. Considera que con dichas actuaciones se pone en riesgo su derecho a la intimidad pues en la audiencia se van a leer sus correos privados y ello pone en peligro la realización de un proceso justo. Estima que se está amenazando su derecho a la intimidad tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política y las garantías al debido proceso.  Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política. Se le ordena a la Presidenta a.i. del Colegio de Farmacéuticos, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria en perjuicio de la recurrente, debiendo en forma inmediata desglosar del expediente administrativo los correos privados de la amparada y entregárselos a la misma. En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.
5605-06. INFORMACIÓN PERSONAL DESACTUALIZADA. Alega el recurrente que su derecho a la autodeterminación informativa fue vulnerado, al existir en la base de datos “Teletec” que no es veraz ni actualizada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a los  representantes legales de Teletec, S. A., que, de inmediato, excluyan de la base de datos de su representada, la información que consta del amparado, en el Registro Histórico de Procesos Judiciales Civiles Inactivos y Remates Judiciales. CL
LEYES
4883-06. INTERPRETACION LEGISLATIVA EN MATERIA DE DERECHOS DE AUTOR. FINES DE LAS SOCIEDADES Y ASOCIACIONES. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley No. 7686 del 6 de agosto de 1997, que interpreta auténticamente los artículos 111, 132, 133 y 156 de la Ley General de Derechos de Autor. Considera el recurrente que la Asamblea Legislativa se extralimitó al haber realizado una reforma legislativa mediante el proceso de interpretación, toda vez que asimiló indebidamente dos conceptos diferentes, el de sociedad y el de asociación. Afirma que la reforma impugnada, que permite que los artistas y músicos puedan asociarse para efectos de su representación, defensa y administración de sus derechos patrimoniales es inconstitucional. Se considera que las asociaciones pueden tener como uno de sus fines la defensa de los derechos intelectuales de sus afiliados y actuar como recaudadoras de los derechos patrimoniales de sus afiliados, puesto que esta actividad no se constituye en su único fin. Estas funciones pueden cumplirlas a cabalidad las asociaciones, no únicamente las sociedades civiles o mercantiles. Considera la Sala además que la Asamblea Legislativa no se extralimito en la reforma impugnada. Se citan como antecedentes las sentencias 9993-00 y 1829-99. Se rechaza por el fondo la acción. Pone nota el Magistrado Armijo.RF
4866-06. LEY DE CREACION DE CORPORACION GANADERA. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley No. 7837 de “Creación de la Corporación Ganadera”. Se impugna la ley en su totalidad porque se considera que no se realizaron las consultas de ley al Consejo Nacional de Producción, que es el ente competente con respecto al fomento y desarrollo de la actividad ganadera nacional y se acusa que el texto sustitutivo del proyecto, no fue oportunamente publicado en el diario oficial, como era debido. Consideran que la norma establece un verdadero impuesto cuya recaudación, no obstante, es girada directamente a CORFOGA en vez de a la Tesorería Nacional, irrespetando de este modo el ciclo presupuestario. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta. El magistrado suplente González Quiroga pone nota. SL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
5292-06. NIEGAN DESAFILIACIÓN DE ASOCIACIÓN SOLIDARISTA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 15 de la Ley de Asociaciones Solidaristas número 6970 del Estatuto de la Asociación Solidarista de la Caja Costarricense de Seguro Social y 12 del Reglamento de Crédito de esa Asociación. Se niega la desafiliación de los asociados si tienen deudas pendientes con la entidad. Se rechaza por haberse formulado fuera del plazo dado por la Sala y la norma no será aplicada en el caso concreto del recurrente. RP 
LIBERTAD DE PRENSA
5684-06. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. Se declara con lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Vargas y Sosto. Alega el recurrente que en el periódico La Nación, se publicó una noticia titulada "Gerente pide sacar a JPS del sector público", "Medida pretende disminuir controles sobre compras y contrataciones", en la que se hace alusión a que el Gerente General de la Junta de Protección Social de San José. Indica el recurrente que tal noticia es inexacta, agraviante y falta a la verdad, por lo que presentó, por medio del oficio número G.937-2006 ante el Director de La Nación, solicitud de rectificación y respuesta sobre los hechos manifestados en la citada publicación. No obstante, a la fecha de interposición de éste amparo, su derecho no ha sido atendido por la entidad recurrida, en clara violación a sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Periódico La Nación publicar el texto de la rectificación enviada por el recurrente a ese diario de circulación nacional el 30 de marzo del 2006, dentro de los tres días siguientes a la comunicación de esta sentencia. La publicación de la rectificación se hará en condiciones equivalentes a la que la origina, sea la del miércoles 29 de marzo del 2006, página 6 A. Los Magistrados Vargas y Sosto salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
TRANSITO

5111-06. NO HACEN INSTALACION DE REDUCTORES DE VELOCIDAD. Alega el recurrente que en su vecindario existen muchos niños, cuyas vidas peligran en razón de las altas velocidades con que transitan los vehículos en el lugar. Por ello acudieron ante Ministro de Obras Publicas, con el fin de solicitar la autorización para construir 3 reductores de velocidad, la cual fue aprobada, pero hasta ahora no se ha hecho efectiva. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, o a quien ejerza ese cargo, que adopte las medidas necesarias para que, inmediatamente, se construyan los reductores de velocidad en el Barrio Hispano de San Francisco de Dos Ríos, previa coordinación con el Departamento de Señalización Vial de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y autorización de la Unidad de Asistencia Técnica a Municipalidades de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Departamento de Regionales de ese Ministerio, para el uso de los fondos trasladados por el Consejo de Seguridad Vial a dicha Corporación. CL
MUNICIPALIDAD
5832-06. ANULAN PERMISO DE USO DE SUELO OTORGADO. Alega el recurrente que el Departamento de Ingeniería y Arquitectura de la Municipalidad de Tibás le otorgó el permiso de uso de suelo, que lo habilita para solicitar una patente como la que se pretende o a ejercer una actividad comercial y posteriormente le fue anulado sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el oficio del Departamento de Ingeniería Municipal No. DIM-235-2005 del 26 de julio del 2005. CL
5606-06. SERVICIOS PUBLICOS PRESTADOS POR MUNICIPALIDADES. AUTONOMIA MUNICIPAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso g) de la Ley Orgánica del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados; y artículo 41 del Reglamento de Crédito y Asistencia Técnica a las municipalidades promulgado por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se establecen restricciones en el área de acción de las municipalidades en materia de servicios locales y se sustituye la prestación de un servicio específico, sin contar para ello con la anuencia del gobierno local involucrado. Se elimina la posesión en forma unilateral de bienes que forman parte del demanio municipal. Se declara sin lugar la acción, con la interpretación conforme que se hace en el considerando final que se refiera a que en caso de asumir el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados la administración del acueducto en poder de la Municipalidad, por deficiencia en el servicio, deberá hacerse cargo de los activos y pasivos que conlleva la administración del mismo, lo que implica asumir las obligaciones financieras pendientes, adquiridas por ésta e invertidas en aquél. Se rechaza por ser materia de legalidad, el argumento que reclama que el artículo 41 extiende, por vía reglamentaria, su competencia para relevar a las Municipalidades en la administración de los acueductos más allá de los límites impuestos por el legislador, y que le da la posibilidad de sancionar el incumplimiento de obligaciones financieras, equiparándola con las que la Ley le otorga frente a la deficiente prestación del servicio, así como el argumento sobre la inconstitucionalidad del artículo 41 impugnado por oponerse al contenido de la Ley número 7296, que aprobó el Contrato de Préstamo entre el Banco Interamericano de Desarrollo y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. SL
5593-06. CONSTRUCCIÓN DE KIOSCO FRENTE A RUINAS DE CARTAGO. Alega el recurrente que el  Concejo Municipal de la Municipalidad de Cartago acordó la construcción de un kiosco en la Plaza Mayor de Cartago; sin que exista consentimiento para esa edificación por parte del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Municipal y Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Cartago, que en forma inmediata deben de suspender la construcción del kiosco de uso múltiple en la Plaza Mayor de Cartago hasta tanto no se cuente con la autorización necesaria del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes.   CL
MINORIAS
5164-06. ACCESO A DISCAPACITADOS EN MERCADO DE HEREDIA. En el Mercado Municipalidad de Heredia no hay rampas de acceso para discapacitados. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Heredia, que en el término improrrogable de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, adopte las medidas necesarias para que los discapacitados tengan pleno acceso a todas las instalaciones del  Mercado Municipal. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

4826-06. NO APLICAN A CUOTAS FUTURAS, SUMAS DE PENSION ALIMENTARIA  PAGADAS DE MAS. Acusa el recurrente que el Juzgado de Familia de Cartago resolvió que la actora había cobrado meses ya pagados, por concepto de pensión alimentaria, por lo que la suma pagada de más debía ser aplicada para cubrir cuotas futuras; sin embargo, de manera injustificada y arbitraria, el recurrido no ha aplicado esos montos, pagados de más, para efectos de las nuevas cuotas, existiendo con ello una amenaza a su libertad personal. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se anulan las órdenes de apremio dictadas en las resoluciones de las 10:07 horas del 11 de enero de 2006 y la de las 8:19 horas de 22 de febrero de 2006, ambas del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago dispuestas en contra el amparado. CL
4837-05. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL A PERSONA AUTORIZADA. Acusa el recurrente que se le niega copia del expediente que se  tramita en su contra por pensión alimentaria, porque no fue personalmente, sino que autorizó a su compañera, en vista de que el amparado está privado de libertad. Considera la Sala que tratándose de una persona privada de libertad debió atenderse de forma más flexible su gestión, teniendo en cuenta que constaba en el expediente autorización suya.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza de Pensiones Alimentarias de Desamparados, disponer lo necesario para que se permita, de inmediato, a la persona que autorizó el actor, obtener copia certificada del expediente de su interés. CL
PODER EJECUTIVO
5600-06. COSTARRICENSE JUZGADO EN ESTADOS UNIDOS POR DESERCION. Alega el recurrente que fue condenado por deserción en Estados Unidos y sentenciado  a sufrir un año de prisión, que está descontando en la cárcel militar de Fort Sills, Lawton. Señala que el Tratado de Amistad, Comercio y Navegación suscrito entre Estados Unidos y Costa Rica, mantiene su plena  vigencia y dispone en su artículo IX que: "...los ciudadanos de los Estados Unidos residentes en Costa Rica y los ciudadanos de Costa Rica residentes en Estados Unidos, estarán exentos de cualquier forma de servicio militar forzado, en mar o en tierra...". Que la madre del amparado  buscó la ayuda del Gobierno de Costa Rica a través de sus representantes diplomáticos y consulares, pero se le indicó que: "...en nuestro criterio no podría válidamente invocarse el Tratado en cuestión, ante la existencia de un contrato, firmado por un nacional de una de las Partes, aceptando, voluntariamente, su incorporación al servicio armado de la otra parte, por cuanto ello constituye un acto de autonomía particular, que no puede enmarcarse dentro del espíritu del texto del Tratado...". Señala que los representantes diplomáticos costarricenses se han negado a prestarle ayuda. Se determinó que no hubo omisión de auxilio y que no resulta aplicable el tratado invocado por el recurrente.  SL
PRIVADOS DE LIBERTAD
5848-06. CONDICONES DE DETENCION EN INSTALCIONES DE LA FUERZA PÚBLICA DE CIUDAD CORTES. Alega el recurrente que  a las condiciones denigrantes, crueles y degradantes a las que se somete a los detenidos en las celdas de la Fuerza Pública de Ciudad Cortés, Osa, Puntarenas, en donde los privados de libertad son esposados al portón de la celda durante todo el tiempo que permanezca allí detenido, no se ha dado ninguna solución, a pesar de las denuncias interpuestas. Se declara con lugar el recurso. Conforme al artículo 49 párrafo tercero, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se otorga al Ministro de Seguridad Pública el plazo de seis meses contado partir de la notificación de esta sentencia, para que ponga la Delegación Policial de Ciudad Cortés de Osa en condiciones que reúnan al menos los requisitos mínimos para albergar a los individuos detenidos administrativamente, sin que se viole su dignidad y que a la vez brinde la seguridad indispensable para que se cumplan los fines de la detención.  CL  

5214-06. AGRESION DE PRIVADO DE LIBERTAD. Acusa el recurrente que fue agredido por oficiales de seguridad del ámbito F del Centro de Atención Institucional La Reforma. Se concluye que las  autoridades recurridas no hicieron uso racional y proporcionado de la fuerza, pues aún días después, el tutelado continuaba con las heridas y dolor producto de esas lesiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, disponer las medidas necesarias a fin de garantizar al tutelado su seguridad e integridad personales. CL
5013-06. NIEGAN ATENCION MEDICA A PRIVADO DE LIBERTAD. Acusa el recurrente que tiene un problema de salud y debe hacerse curaciones diariamente, pero las autoridades de penitenciarias no le dan la atención requerida. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, disponer y ejecutar INMEDIATAMENTE las medidas que sean necesarias a fin de brindarle al amparado, todo el control y tratamiento médico general y especializado periódico así como las condiciones higiénico-dietéticas que su padecimiento particular requieren y de conformidad con la evolución que presente el paciente. Asimismo se ordena al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, que inicie de manera inmediata los procedimientos necesarios a efecto de que la ejecución de la pena que le fuera impuesta al amparado, se cumpla en el lugar y con las condiciones que su padecimiento de fondo requiera. CL
SERVICIOS PUBLICOS Y SEGUROS

5810-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Alega el amparado que es propietario de las dos fincas en Calle Bombacho de San Isidro de Heredia, en las cuales necesita construir casas de habitación, pero se le niega el servicio de agua, por parte de la única entidad que lo brinda. Considera que se le ha dado un trato discriminatorio en relación con los vecinos contiguos a su propiedad que cuentan con ese servicio. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente General de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, que disponga y haga ejecutar lo necesario para que, dentro del plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, su representada suministre el servicio de agua potable al amparado, en el lugar solicitado. CL
5743-06. SEGURO OBLIGATORIO EXIGIDO A PROFESIONALES LIBERALES. El recurrente reclama que funcionarios de la Caja Costarricense de Seguro Social  se presentaron a su consultorio médico privado a solicitar una serie de documentos con la intención de la aplicación de un seguro obligatorio a su actividad profesional liberal y privada, lo cual estima ilegal e inconstitucional pues además es asalariado de dicha institución y por tal motivo se le deduce de su salario bruto el importe correspondiente a las obligaciones del seguro obligatorio. Sobre el tema se cita la sentencia 643-00 y se indica que, el hecho de que el recurrente labore para la Caja Costarricense de Seguro Social, y en tal condición, cotice para el régimen de la Caja, no implica que la afiliación obligatoria a dicho régimen en el ejercicio de su profesión liberal en su consultorio privado constituya una doble imposición, pues se trata de labores distintas. SL  

5683-05. EXCLUSION DE POLIZA COLECTIVA POR LA EDAD. Fue excluido de póliza colectiva en la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Empleados de la Asamblea Legislativa, por ser pensionado. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación al artículo 33 de la Constitución Política. En lo demás se declara sin lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, a efecto de que de forma inmediata se incluya al recurrente en la Póliza de Vida Colectiva de vida número VIC 902 suscrita por la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Empleados de la Asamblea Legislativa. CL Parcial
5107-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Acusa la recurrente que no le dan servicio de agua potable que requiere y señala además, la omisión de respuesta a gestiones planteadas. Sobre el derecho al servicio de agua se cita al sentencia 4654-03, de donde se enfatiza que, aunque el derecho a recibir el servicio de suministro de agua potable no significa obtenerlo donde sea en cualquier momento, sino que, para ello debe mediar posibilidad material de su prestación; sin embargo, en este caso, las autoridades recurridas indujeron a error a la amparada, haciéndola creer que donde planeaba construir su casa de habitación, contaría con ese servicio, por esa  razón, se declara con lugar el recurso por violación del derecho a la salud y del principio de confianza legítima. Se ordena al Jefe Cantonal de la Oficina de Puriscal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien ocupe su cargo, proveer lo necesario para que el servicio de agua potable se preste en la vivienda de la actora en el plazo máximo de quince días, contados a partir de la comunicación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS



O PUBLICADOS

SALUD
5024-06. NO LE DAN MEDICAMENTO QUE ESTA EN PROCESO DE INVESTIGACION. Se declara con lugar el curso con el voto salvado del Magistrado Armijo. Señala la recurrente que su médico tratante del Hospital Calderón Guardia en radioterapia, solicitó la compra del "trastuzumab", que a nivel mundial ha dado resultados muy beneficiosos en pacientes en estudio inicial de cáncer de mama, aumentando la supervivencia libre de enfermedad. Solicitó este tratamiento del que  quisiera beneficiarse pues este tipo de tumor tiende a ser muy reincidente. No obstante la recomendación médica, el Seguro Social se lo ha negado, a pesar que está de acuerdo en usarlo. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional por cuanto, si bien en otras oportunidades he sostenido –al igual que la mayoría– que es arbitraria la negativa del Comité Central de Farmacoterapia de conferir al enfermo el medicamento recomendado por su médico tratante, ello así lo he calificado únicamente en los supuestos en que dicha decisión de sustenta en criterios de orden económico y burocrático. Sin embargo, la situación que se analiza en el caso presente, en el cual el medicamento pretendido por la tutelada se encuentra en fase experimental, cuya indicación todavía no ha sido aprobada por organismos como la FDA o EMEA, según lo expuso en su informe bajo juramento la autoridad recurrida, es decir, se trata de un fármaco en investigación, cuyos efectos sobre la paciente todavía no se conocen con seguridad. Desde ningún punto de vista puedo admitir que se utilicen a los asegurados de la entidad accionada para probar medicamentos que aún no reúnen todos los requisitos de experimentación, obligándoles a asumir sus efectos adversos sin tener certeza sobre los beneficios que supone el consumo, alimentándose injustificadamente la esperanza de la paciente de permanecer en buenas condiciones de salud. CL
EDUCACION

5126-06. NIEGAN MATRICULA POR NO HACER EXAMEN DE INGRESO. Se declara con lugar el recurso con el voto salvado del Magistrado Armijo. Alega la recurrente que realizó la prematrícula de su hija en la Escuela Carolina Dent y se le indicó que no tenía que realizar prueba de aptitud; posteriormente se le denegó la matrícula porque la menor no había realizado esa prueba y ya había pasado el periodo de inscripción para la prueba, por lo que se le indicó que tendría que matricularla  en un centro privado. Se declara con lugar el recurso con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO. Salvo el voto y declaro sin lugar el recurso porque considero que la Escuela recurrida no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la amparada; lo anterior, con la salvedad de que en el evento de que la amparada realizara y aprobara el examen de aptitud en virtud de la medida cautelar adoptada por la Sala, sea matriculada y se le incorpore en el sistema educativo, para todos sus efectos. La recepción de sus documentos de prematrícula, en vista del impedimento por causa de la edad, no le daba derecho a ser matriculada sin aprobar la prueba de aptitud, para la cual la menor no fue inscrita oportunamente. Frente al dicho de la madre recurrente de que en la Escuela se le indicó que la menor no tenía que hacer esa prueba, por lo que no la inscribió al efecto, y el informe, bajo la fe del juramento, del director de la Escuela de que es totalmente falso que la secretaria del centro educativo le dijera que su hija no hacía la prueba porque tenía la edad adecuada , cuando resulta evidente que no la tenía, la valoración  del suscrito es que no cabe duda que la madre no inscribió oportunamente a la menor para hacer la prueba de aptitud, a pesar de la información pública y del conocimiento de la edad requerida y no es posible achacar a la Escuela el error que condujo a que la menor no fuera inscrita para la prueba. Sin embargo, en el caso priva el interés superior de la menor amparada, por esa razón, en el evento de que pase esa prueba y sea matriculada, habrá de continuar con el proceso educativo. CL
